
Voto aclaratorio, razonado o concurrente que emite el Magistrado Ernesto 
Camacho Ochoa en el juicio de inconformidad SM-JIN-42/20241.

Las magistraturas de la Sala Regional Monterrey decidimos confirmar, 
unánimemente: a) los resultados del acta de cómputo distrital de la elección de 
la diputación federal en Coahuila de Zaragoza con sede en Monclova (distrito 
03); b) la entrega de la constancia de mayoría en favor de la candidatura 

postulada por la Coalición Fuerza y Corazón por México integrada por los partidos 

Acción Nacional, Revolucionario Institucional y de la Revolución Democrática, al 

mantenerse la fórmula ganadora y c) la validez de la elección, al considerar 
ineficaz lo alegado en cuanto a que el Presidente de la República intervino 

indebidamente en la elección, mediante expresiones emitidas en sus 

conferencias denominadas mañaneras.

Para mis compañeras de magistratura, lo relativo a la intervención del presidente 

es ineficaz, sustancialmente, porque el partido impugnante, no expresó de qué 

manera el hecho citado resultó trascendente para el resultado de la elección.

Al respecto, como anticipé, aun cuando estoy a favor del sentido último de las 

decisiones mencionadas, incluida la de validar la elección de la diputación, breve 
y puntualmente, considero fundamental aclarar mi voto y mi posición sobre 

la alegada intervención del Presidente de la República durante sus conferencias 

mañaneras en las elecciones 2024, puesto que, desde mi perspectiva, nuestra 

decisión no debió omitir el reconocimiento que sobre dicha intromisión existe en 

diversas sentencias, aunado a que sólo en un segundo momento, debía concluir 

que la ineficacia deriva de la falta de determinancia de los hechos planteados, 

como causa imprescindible para acreditar la nulidad de la elección 

concretamente cuestionada (no de la falta de expresión de las razones para 

demostrar lo alegado), conforme a lo que se puntualiza enseguida:

1. En primer lugar, mi posición parte de una premisa jurídica fundamental, sobre 

la cual se ha escrito mucho, sustentada reiteradamente por la doctrina judicial, 

prevista expresamente en la Constitución, y más que aceptada con cierta 

universalidad, exigida en México durante mucho tiempo: el presidente de la 

República no debe intervenir en el desarrollo de las elecciones, debido a la 

1 En términos de lo dispuesto en los artículos 174, segundo párrafo, y 180, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, y 48, último párrafo, del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación y con el apoyo del Secretario de Estudio y Cuenta, Omar Hernández Esquivel.
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trascendencia de su poder implícito y material de influencia (artículo 134 de la 

Constitución2).

Ello, como lo ha declarado reiteradamente el Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, entre otras ocasiones, desde la elección de presidente que tuvo 

lugar en el año 2006, en relación a la cual, al revisar su validez, la Sala Superior 

reconoció y condenó la intervención del presidente Vicente Fox Quesada en la 

elección que participaron Andrés Manuel López Obrador y Felipe Calderón 

Hinojosa (derivado de la impugnación presentada por el penúltimo de los citados). 

2. En ese contexto, en el caso que votamos, el partido impugnante plantea que 

la elección de diputados en cuestión debe ser declarada nula, por la supuesta 

intervención indebida del Presidente de la República durante el proceso electoral, 

mediante conferencias matutinas, que fueron objeto de una condena judicial por 

parte de la Sala Superior, como actuaciones indebidas, debido a la notoriedad 

del sujeto activo (el titular del Ejecutivo Federal), la regularidad de su realización, 

la forma en que se difunden (medios de comunicación, como radio y televisión, 

así como redes sociales), aunado a que se replican por una gran cantidad de 

medios de comunicación nacionales y locales.

Además, se alega que dicha intervención fue trascendente, porque la naturaleza 

como las características del medio de comunicación gubernamental hacen 

presumir un grado de impacto o incidencia en la elección…, y estimar lo contrario, 

supondría imponer una carga argumentativa y probatoria prácticamente 

imposible de satisfacer, lo cual obstaculizaría la salvaguarda de los principios 

rectores de la materia electoral.

3. Esos argumentos, desde mi perspectiva, ordinariamente debían conducir a un 

estudio que contemple el análisis de los siguientes elementos: 

i) La existencia o no de los hechos alegados y/o su calificación o no de irregulares. 

ii) En su caso, al análisis de la determinancia, como ejercicio de reflexión que 

debe partir en elementos objetivos, en los que se valore de manera profunda la 

2 Artículo. 134. […] Los servidores públicos de la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad 
los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la competencia entre los partidos 
políticos.
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intervención, para finalmente, con la dificultad de juicio que ello pudiera implicar, 

calificar si la irregularidad afecta el resultado de la elección.

En ese sentido, en el caso que votamos, para el suscrito, la opción que debía 

elegirse en el enfoque argumentativo del asunto tendría que partir del 

reconocimiento de lo que la Sala Superior ha determinado en relación a la 

existencia del hecho denunciado, y el grado de intervención del Presidente de la 

República, que se tuvo por acreditado en las sentencias correspondientes3.

4. Lo declarado judicialmente en dichas sentencias, a juicio del suscrito, no es 

optativo para un órgano jurisdiccional, especialmente para un tribunal electoral 

especializado, con independencia del criterio que, finalmente, cada sala regional 

o tribunal local asuma en cuanto a la trascendencia concreta de lo alegado.

Esto, porque, en lo que toca al punto en cuestión, se trata de una declaración 

judicial firme, con independencia, insisto, de la forma en la que puede incidir en 

cada una de las elecciones, que ciertamente se llevaron a cabo y generaron 

resultados distintos, pues, los precedentes son, como he señalado en otras 

ocasiones, la base de un sistema de justicia, no sólo del sistema jurídico.

Por ende, a través del presente voto aclaro mi posición en cuanto al deber 
de todo juzgador de reconocer, al haberse hecho valer, lo ya declarado 
judicialmente en sentencias firmes sobre la intervención del presidente. 

Con independencia de que, finalmente, mi voto sea a favor del sentido de 

confirmar la validez de la elección de la diputación cuestionada, porque, como se 

ha considerado por los tribunales electorales de manera reiterada y constante 

desde hace décadas, la existencia de una irregularidad, en sí misma, no conduce 

en automático a la declaración de nulidad de una elección, sino que, 

adicionalmente, resulta necesario que trascienda de manera determinante para 

el resultado de la elección. 

3 Entre otras sentencias, véase la del recurso SUP-REP-208/2024, en la que, respecto a las manifestaciones del 
presidente de la república en diversas conferencias denominadas “mañaneras”, relacionadas con la sucesión de la 
presidencia a alguien que tenga sus mismos ideales, la Sala Superior determinó que …el hecho de que el presidente de 
la República hiciera referencia en su discurso a la elección presidencial, y que haya vinculado con la continuidad de la 
transformación del país, junto con la articulación de expresiones denostando a quienes denomina adversarios, 
conservadores u oposición, implicó que efectivamente, desde una perspectiva preliminar, se esté ante 
manifestaciones que pudieran afectar los principios rectores del proceso electoral, como la equidad, imparcialidad 
y neutralidad, que tienen como finalidad, prevenir una afectación en los procesos electorales que pudiesen viciarlos e 
incluso afectar su validez debido a que la conducta ilícita continúe o se repita.
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Ello, porque aun cuando algunas personas cuestionan este tipo de declaraciones, 

lo cierto es que cualquier irregularidad debe evaluarse en cuanto a su 

trascendencia para determinar la consecuencia jurídicamente correcta. 

Máxime que, en cuanto a la intervención del presidente, ciertamente, la Sala 

Superior, en algunas ocasiones, ha considerado que no es debida, pero a la par 

ha puntualizado que ello no conduce automáticamente a la declaración de 

nulidad de elección.

Esto es, en sentencias previas, ciertamente, se ha precisado respecto a las 

conferencias mañaneras que4, si bien el ejercicio de comunicación entre el 

funcionario público y los medios de comunicación, en principio se trata de 

proporcionar información de interés público, ésta no puede sustraerse del marco 

constitucional y legal vigente, en particular, del cumplimiento de lo dispuesto por 

el artículo 41, Base III, apartado C, y 134, párrafo séptimo y octavo, de la 

Constitución General5.

Así, ha considerado que, el tema [tratado en las mañaneras] puede ser de interés 

general para la ciudadanía, lo cierto es que, al hacer referencia a un programa 

de gobierno y sus resultados, [..] no puede considerarse como de contenido 

neutral, pues existe una presunción fuerte de tener alguna incidencia en el ánimo 

de los electores […], razón por la cual su difusión se encontraba restringida a una 

temporalidad específica6.

4 Dicho criterio lo expuso la Sala Superior en el juicio SUP-JRC-166/2021, en que se resolvió la impugnación relacionada 
con la elección de la gubernatura en el estado de Michoacán, en el que se pronunció respecto a las manifestaciones 
realizadas por el presidente de la república, relacionadas con el estado de Michoacán durante el proceso electoral para 
renovar la gubernatura en dicho estado, en la que, entre otras cuestiones, la Sala Superior determinó que deben 
considerarse también como propaganda gubernamental emitida en un periodo prohibido, esto es, durante el periodo de 
campañas en el caso del Estado de Michoacán. 

Lo anterior, porque a través de tales expresiones se hace del conocimiento de la ciudadanía una política pública y, al 
mismo tiempo, un logro de gobierno relativo a la producción y entrega de fertilizantes en el municipio de Lázaro Cárdenas, 
Michoacán, durante el periodo de campaña electoral en dicha entidad…

En el caso, si bien el ejercicio de comunicación entre el funcionario público y los medios de comunicación, en principio 
se trata de proporcionar información de interés público, ésta no puede sustraerse del marco constitucional y legal vigente, 
en particular, del cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 41, Base III, apartado C, y 134, párrafo séptimo y octavo, de 
la Constitución General. 

De esta forma, si bien el tema puede ser de interés general para la ciudadanía, lo cierto es que, al hacer referencia a 
un programa de gobierno y sus resultados, respecto de una entidad federativa con proceso electoral, no puede 
considerarse como de contenido neutral, pues existe una presunción fuerte de tener alguna incidencia en el 
ánimo de los electores en la entidad, razón por la cual su difusión se encontraba restringida a una temporalidad 
específica.
5Artículo 41. […]Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales federales y locales y hasta la conclusión 
de la respectiva jornada comicial, deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación social de toda 
propaganda gubernamental, tanto de los poderes federales, como de las entidades federativas, así como de los 
Municipios, de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y cualquier otro ente público. Las únicas 
excepciones a lo anterior serán las campañas de información de las autoridades electorales, las relativas a servicios 
educativos y de salud, o las necesarias para la protección civil en casos de emergencia.
6 Criterio de la Sala Superior, en el referido juicio SUP-JRC-166/2021 que, en lo que interesa, se señaló que si bien el 
tema puede ser de interés general para la ciudadanía, lo cierto es que, al hacer referencia a un programa de gobierno y 
sus resultados, respecto de una entidad federativa con proceso electoral, no puede considerarse como de contenido 
neutral, pues existe una presunción fuerte de tener alguna incidencia en el ánimo de los electores en la entidad, 
razón por la cual su difusión se encontraba restringida a una temporalidad específica. 
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En el mismo sentido, la Sala Superior señaló que las declaraciones [que en 

diversos casos fueron] denunciadas no estaban amparadas en un ejercicio 

legítimo del derecho a la libertad de expresión del presidente de la República, 

sino que implicaron un incumplimiento de su deber reforzado de comportarse de 

forma imparcial y neutral en el uso de los recursos públicos que estaban bajo su 

responsabilidad, lo cual [tenía] un grado de incidencia en las condiciones de 

equidad de [una elección] 7. 

Asimismo, la Sala Superior, al confirmar el dictado de medidas cautelares en 

tutela preventiva, ha señalado que, el hecho de que el presidente de la República 

hiciera referencia en su discurso a la elección presidencial, y que haya 

vinculado con la continuidad de la transformación del país, junto con la 

articulación de expresiones denostando a quienes denomina adversarios, 

conservadores u oposición, implicó que efectivamente, desde una perspectiva 

preliminar, se esté ante manifestaciones que pudieran afectar los principios 

rectores del proceso electoral, como la equidad, imparcialidad y neutralidad, que 

tienen como finalidad, prevenir una afectación en los procesos electorales que 

pudiesen viciarlos e incluso afectar su validez debido a que la conducta ilícita 

continúe o se repita.

Sin embargo, al valorarse la trascendencia de dichas declaraciones, en el 

contexto de la calificación de procesos electorales locales, la propia Sala 

Superior, si bien reprobó la intervención del presidente en los comicios8, 

finalmente, también ha señalado que la existencia del actuar referido y su 

incidencia en los procesos electorales, no implica que se genere de manera 
automática la nulidad de la elección…, sino que, quien impugna debe 

7 En el referido juicio SUP-JRC-82/2022, la Sala Superior, entre otras cuestiones, señaló que las declaraciones 
denunciadas no estaban amparadas en un ejercicio legítimo del derecho a la libertad de expresión del presidente de la 
República, sino que implicaron un incumplimiento de su deber reforzado de comportarse de forma imparcial y neutral en 
el uso de los recursos públicos que estaban bajo su responsabilidad, lo cual tuvo un grado de incidencia en las condiciones 
de equidad de la elección para la renovación de la gubernatura del estado de Hidalgo. 
8 Criterio de la Sala Superior, en el juicio SUP-JRC-82/2022, en el que se analizaron las manifestaciones realizadas en 
diversas “mañaneras”, por el presidente de la república durante el proceso electoral para la renovación de gubernatura 
en Hidalgo, en las que criticó a la otrora candidata a la gubernatura de dicho estado, postulada por el PRI y, en lo que 
interesa, la Sala Superior determinó que para tener por demostrado un incumplimiento de la obligación constitucional de 
emplear de forma imparcial recursos públicos no se debía atender al formato en el que se realizaba el acto de 
comunicación política o gubernamental, sino fundamentalmente al contenido de las expresiones que se identificaban 
como posiblemente ilícitas…
…
En mérito de lo anterior, se estableció que, contrario a lo determinado por el Tribunal responsable, las declaraciones 
denunciadas no estaban amparadas en un ejercicio legítimo del derecho a la libertad de expresión del presidente 
de la República, sino que implicaron un incumplimiento de su deber reforzado de comportarse de forma imparcial 
y neutral en el uso de los recursos públicos que estaban bajo su responsabilidad, lo cual tuvo un grado de incidencia 
en las condiciones de equidad de la elección para la renovación de la gubernatura del estado de Hidalgo. 
   Ello, porque las conferencias matutinas del presidente de la República tienen un gran alcance y son transmitidas 
a nivel nacional, considerando la notoriedad del sujeto activo (el titular del Ejecutivo Federal), la regularidad de su 
realización, la forma en que se difunden (medios de comunicación, como radio y televisión, así como redes sociales), 
aunado a que se replican por una gran cantidad de medios de comunicación nacionales y locales.
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acreditar que ello trasciende de manera indebida en un proceso electoral 
determinado, para que se pueda concluir que tal actuar indebido pudo 
afectar de forma determinante el resultado de la elección en cuestión9. 

En ese sentido, al analizar el caso concreto, entre otros aspectos relevantes, en 

el caso, en el contexto de los resultados concretamente cuestionados, a 
juicio del suscrito, las expresiones y actuaciones cuestionadas, sin dejar 
de reconocer que ya fueron calificadas como indebidas por parte de la Sala 

Superior, a mi juicio, resultan insuficientes para concluir que fueron 
determinantemente concluyentes para definir el resultado de la elección y, 
por tanto, para decretar su nulidad.

¿Por qué?, porque los elementos de autos no permiten sostener, a partir de un 

análisis directo, deductivo o incluso inferencial, derivado de presunciones o 

pruebas indirectas, pero objetivo, que sin la intervención cuestionada el resultado 

habría sido distinto10.

9 Así lo consideró la Sala Superior, en la referida sentencia SUP-JRC-166/2021.
10 Véase la tesis XXXVII/2004 de rubro y texto: PRUEBAS INDIRECTAS. SON IDÓNEAS PARA ACREDITAR ACTIVIDADES ILÍCITAS 
REALIZADAS POR LOS PARTIDOS POLÍTICOS. La interpretación de los artículos 271, apartado 1, inciso e) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, en relación con los artículos 27, apartado 1, inciso e), y 33, apartado 1, del 
Reglamento para la tramitación de los procedimientos para el conocimiento de las faltas y aplicación de sanciones 
administrativas establecidas en el título quinto del libro quinto del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, en relación con la naturaleza de los partidos políticos, llevan a concluir que las pruebas indirectas no sólo se 
encuentran establecidas como pruebas en el derecho administrativo sancionador electoral, sino que constituyen uno de 
los principales medios de convicción en los procedimientos que regula. Para arribar a lo anterior, se tiene en cuenta que 
los partidos políticos llevan a cabo sus actos mediante acciones que no ejecutan de manera directa, por carecer de 
corporeidad, sino indirectamente, a través de las personas físicas, por lo que en principio y por regla general, los actos 
que les resulten imputables se deban evidenciar por medios de prueba indirectos, al tener que justificarse primero los 
actos realizados materialmente por las personas físicas y luego, conforme a las circunstancias de su ejecución, puedan 
ser atribuibles al partido. Ahora, si bien es cierto que la manera más común de establecer que un acto ha sido efectuado 
por una persona moral o ente colectivo consiste en demostrar que, para su realización la voluntad de la entidad colectiva 
fue expresada por una persona física que cuenta con facultades expresas para ese efecto, contenidas en su normatividad 
interna; sin embargo, la experiencia enseña que cuando se trata de la realización de actos ilícitos no puede esperarse 
que la participación de la persona jurídica o ente colectivo quede nítidamente expresada a través de los actos realizados 
por personas físicas con facultades conforme a su normatividad interna, sino por el contrario, que los actos realizados 
para conseguir un fin que infringe la ley sean disfrazados, seccionados y diseminados a tal grado, que su actuación se 
haga casi imperceptible, y haga sumamente difícil o imposible, establecer mediante prueba directa la relación entre el 
acto y la persona. Ahora bien, los hechos no se pueden traer tal y como acontecieron, al tratarse de acontecimientos 
agotados en el tiempo y lo que se presenta al proceso son enunciados en los cuales se refiere que un hecho sucedió de 
determinada manera, y la manera de llegar a la demostración de la verdad de los enunciados es a través de la prueba, 
que puede ser cualquier hecho o cosa, siempre y cuando a partir de este hecho o cosa se puedan obtener conclusiones 
válidas acerca de la hipótesis principal (enunciados de las partes) y que no se encuentre dentro de las pruebas prohibidas 
por la ley. Las pruebas indirectas son aquéllas mediante las cuales se demuestra la existencia de un hecho diverso a 
aquel que es afirmado en la hipótesis principal formulada por los enunciados de las partes, hecho secundario del cual es 
posible extraer inferencias, ofrece elementos de confirmación de la hipótesis del hecho principal, pero a través de un paso 
lógico que va del hecho probado al hecho principal, y el grado de apoyo que la hipótesis a probar reciba de la prueba 
indirecta, dependerá del grado de aceptación de la existencia del hecho secundario y del grado de aceptación de la 
inferencia que se obtiene del hecho secundario, esto es, su verosimilitud, que puede llegar, inclusive, a conformar una 
prueba plena, al obtenerse a través de inferencias o deducciones de los hechos secundarios, en donde el nexo causal 
(en el caso de los indicios) o el nexo de efecto (en el caso de presunciones) entre el hecho conocido y el desconocido 
deriva de las circunstancias en que se produzca el primero y sirvan para inferir o deducir el segundo. En este orden de 
ideas, si las pruebas de actividades ilícitas que en un momento determinado realice un partido político, por su naturaleza, 
rechaza los medios de convicción directos, se concluye que el medio más idóneo que se cuenta para probarlos es 
mediante la prueba indirecta, al tratarse de medios con los cuales se prueban hechos secundarios que pueden llegarse a 
conocer, al no formar parte, aunque sí estén relacionados, de los hechos principales que configuran el enunciado del 
hecho ilícito, respecto de los cuales hay una actividad consciente de ocultarlos e impedir que puedan llegarse a conocer. 
La circunstancia apuntada no implica que cuando se cuente con pruebas directas, no puedan servir para demostrar los 
hechos que conforman la hipótesis principal, pues el criterio que se sostiene gira en torno a que, ordinariamente, se cuenta 
únicamente con pruebas indirectas para acreditar los hechos ilícitos en mención, por lo que necesariamente deben ser 
admisibles en el procedimiento administrativo sancionador electoral. Lo anterior se robustece si se tiene en cuenta que 
en los artículos citados se prevén las pruebas indirectas, tanto el indicio como la presunción, aun cuando se menciona 
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De ahí, a mi juicio, respetuosamente para mis compañeras de magistratura, la 

ineficacia, bajo una línea argumentativa que no deja de reconocer lo determinado 

en sentencias previas sobre el tema, deriva de la falta de determinancia del hecho 

cuestionado para sustentar la nulidad de la elección de la diputación 

concretamente cuestionada. 

Esto, porque frente a la actuación cuestionada es fundamental tener presente 

que en la elección participaron cientos de miles de personas de manera 

responsable, cívica y con apego a las normas, de manera que desconocer o 

privarlos del ejercicio de su derecho de voto, mediante una declaración de 

nulidad, tendría que derivar de la demostración de una afectación determinante 

al resultado de la elección. 

En suma, por más que resulte criticable y que el suscrito reconozca la condena 

hecha por la Sala Superior, de entrada, ante la diferencia existente entre el 

primero y segundo lugar, no podría decretarse la nulidad de la elección de la 

elección de diputación planteada.

No obstante, finalmente, resulta oportuno hacer notar la necesidad de reflexionar 

sobre la posible evolución del modelo de nulidad hacía un sistema preventivo 

coercitivamente determinante, en el que, de manera previa y adicional, se 

reconozca el poder de los tribunales para excluir del proceso, de manera 

oportuna, los actos que pudieran afectarlos.

Un sistema en el que, durante el desarrollo mismo del proceso (y no hasta la 

etapa de calificación de la elección), se reconozca el ejercicio (a mi juicio, ya 

existente) de una potestad plena de las autoridades electorales para excluir los 

actos del proceso que pudieran afectarlo determinantemente. 

Ello, porque bajo el contexto normativo actual o reformado, después de haber 

participado en la revisión de distintas elecciones en diversas décadas, resulta 

impostergable incluir una visión y actuación jurídica oportunamente correctiva 

para excluir del proceso cualquier hecho irregular durante el momento en el que 

sólo a esta última, pues considera que es posible obtener el conocimiento de los hechos mediante un procedimiento 
racional deductivo o inductivo, y esto último es precisamente lo que doctrinalmente se considera como indicio.
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tiene lugar, siempre con el propósito último de garantizar, en nuestro papel de 

jueces constitucionales, decisiones que se apeguen en la mayor medida posible 

al ideal de justicia que está definido por el apego de los actos a nuestra norma 

suprema. 

De otra manera, por más que no resulte deseable o sean totalmente rechazables 

los actos que afecten los principios de neutralidad, imparcialidad y equidad en la 

contienda, si no se hace efectiva su exclusión oportuna, estaremos postergando 

una cultura seria de la legalidad, en la que finalmente sólo nos quedará ponderar 

o sopesar al final del proceso, la necesidad de proteger lo que deciden la mayoría 

de personas que participan en el proceso electoral, y esto, a mi modo de ver, sólo 

resulta razonable para el caso de irregularidades contemporáneas a la etapa 

exacta de emisión del sufragio, que no pudieron haberse excluido previamente, 

y que, por tanto, como última razón, sí sustentan la tesis de que: sólo debe 

anularse una elección cuando los hechos constituyan irregularidades 

determinantes para el resultado11.

11 Véase Tesis XLI/97 de rubro y texto: NULIDAD DE ELECCIÓN. VIOLACIONES SUSTANCIALES QUE SON 
DETERMINANTES PARA EL RESULTADO DE LA ELECCIÓN (LEGISLACIÓN DE SAN LUIS POTOSÍ).—De acuerdo 
con el artículo 181, fracción II, de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, ha lugar a la nulidad de la elección 
cuando se hayan cometido violaciones sustanciales en la preparación y desarrollo de la elección y se demuestre que las 
mismas son determinantes para su resultado. Para que se surta este último extremo de la llamada causal genérica de 
nulidad, basta con que en autos se demuestre fehacientemente que se han vulnerado principios rectores de la función 
estatal de organizar las elecciones, lo cual se actualiza cuando fueron las propias autoridades encargadas de preparar, 
desarrollar y vigilar la elección de que se trata quienes originaron y cometieron dichas violaciones sustanciales.
Así como la Tesis XXXVIII/2008, de rubro y texto: NULIDAD DE LA ELECCIÓN. CAUSA GENÉRICA, ELEMENTOS 
QUE LA INTEGRAN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR).—De acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 4, fracción IV, de la Ley del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral del Estado de Baja California 
Sur, la causa genérica de nulidad de la elección se integra con los siguientes elementos: a) Violación a normas 
relacionadas con el derecho fundamental de los ciudadanos para participar en la dirección de los asuntos públicos, así 
como con las relativas al desarrollo del proceso electoral; b) Violaciones generalizadas en el proceso electoral, que 
comprendan una amplia zona o región de la demarcación electoral de que se trate; involucren a un importante número de 
sujetos, en tanto agentes activos o pasivos, o bien, en este último caso, sean cometidas por líderes de opinión y servidores 
públicos; c) Violaciones sustanciales, que pueden ser formales o materiales. Formales, cuando afecten normas y 
principios jurídicos relevantes en un régimen democrático, o bien, para el proceso electoral o su resultado, y materiales, 
cuando impliquen afectación o puesta en peligro de principios o reglas básicas para el proceso democrático; d) Las 
violaciones que afecten el desarrollo de la jornada electoral, entendiendo la referencia de tiempo como la realización de 
irregularidades cuyos efectos incidan en la jornada electoral; e) Violaciones plenamente acreditadas, es decir, a partir de 
las pruebas que consten en autos debe llegarse a la convicción de que las violaciones o irregularidades efectivamente 
sucedieron, y f) Debe demostrarse que las violaciones fueron determinantes para el resultado de la elección, y existir un 
nexo causal, directo e inmediato, entre aquéllas y el resultado de los comicios. Con lo anterior, se evita que una violación 
intrascendente anule el resultado de una elección, asegurando el ejercicio del derecho activo de los ciudadanos bajo las 
condiciones propias de un Estado constitucional y democrático.
Y, finalmente, la Tesis XXXI/2004, de rubro y texto: NULIDAD DE ELECCIÓN. FACTORES CUALITATIVO Y 
CUANTITATIVO DEL CARÁCTER DETERMINANTE DE LA VIOLACIÓN O IRREGULARIDAD.—Conforme con el 
criterio reiterado de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la anulación de la votación 
recibida en una casilla o de una elección requiere que la irregularidad o violación en la que se sustente la invalidación 
tenga el carácter de determinante. De lo dispuesto en los artículos 39, 40, 41, párrafo segundo, fracciones I, párrafo 
segundo, y II, párrafo primero; 115, párrafo primero, y 116, párrafo cuarto, fracción IV, incisos a) y b), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se puede concluir que, por lo general, el carácter determinante de la violación 
supone necesariamente la concurrencia de dos elementos: Un factor cualitativo y un factor cuantitativo. El aspecto 
cualitativo atiende a la naturaleza, los caracteres, rasgos o propiedades peculiares que reviste la violación o irregularidad, 
lo cual conduce a calificarla como grave, esto es, que se está en presencia de una violación sustancial, en la medida en 
que involucra la conculcación de determinados principios o la vulneración de ciertos valores fundamentales 
constitucionalmente previstos e indispensables para estimar que se está en presencia de una elección libre y auténtica 
de carácter democrático (como sería el caso de los principios de legalidad, certeza, objetividad, independencia e 
imparcialidad en la función estatal electoral, así como el sufragio universal, libre, secreto, directo e igual, o bien, el principio 
de igualdad de los ciudadanos en el acceso a los cargos públicos o el principio de equidad en las condiciones para la 
competencia electoral); por su parte, el aspecto cuantitativo atiende a una cierta magnitud medible, como puede ser tanto 
el cúmulo de irregularidades graves o violaciones sustanciales, así como el número cierto o calculable racionalmente de 
los votos emitidos en forma irregular en la elección respectiva con motivo de tal violación sustancial (ya sea mediante 
prueba directa o indirecta, como la indiciaria), a fin de establecer si esa irregularidad grave o violación sustancial definió 
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De ahí que, por las razones expuestas, emito el presente voto aclaratorio.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas 

electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica, de conformidad con 

el numerales segundo y cuarto del Acuerdo General 3/2020 de la Sala Superior 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, por el que se 

implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en 

los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, 

turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia 

electoral.

el resultado de la votación o de la elección, teniendo como referencia la diferencia entre el primero y el segundo lugar en 
la misma, de manera que, si la conclusión es afirmativa, se encuentra acreditado el carácter determinante para el resultado 
de la votación o de la elección.


